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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

     SALA UNITARIA CIVIL -  FAMILIA

Pereira, tres de diciembre de dos mil nueve

Se ha establecido doctrinariamente que el grado jurisdiccional de consulta se constituye en un verdadero control de la legalidad, porque no solo se ha de ocupar de verificar si las pretensiones que han prosperado contra la parte asistida por curador ad-litem tienen base jurídica y probatoria sino que la revisión debe comprender las condiciones en que el demandado fue vinculado al proceso que ha perdido y del que estuvo ausente.  Conviene de acuerdo con esta tesis, citar el siguiente aparte de providencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en que se dijo sobre este particular:

“…la consulta entendida como “una especie de revisión oficiosa”, o de control jurisdiccional, genera un segundo grado de competencia funcional, cuya procedencia está taxativamente determinada por la ley en consideración a diferentes factores, tales como el sentido de la decisión, el asunto y la condición de las partes involucradas en el mismo.

“Concretamente el artículo 386 del C. de P. Civil, establece como sujetas a la consulta las sentencias de primera instancia “adversas a quien estuvo representado por curador ad litem”, siempre que éste no haya apelado.  De manera que la consulta en este específico caso se instituye como un instrumento garantista de los derechos del vencido, para precaverlos, según lo ha dicho la Corporación ‘de una posible conducta desidiosa de su representante en el debate litigioso o, le permita asumir una defensa eficaz de los derechos de su representado’ (G.J. CLXXX, pág. 209).  De ahí que el superior adquiera competencia para examinar a plenitud o de modo ‘integral’ la legalidad de la sentencia objeto de la consulta, pues de esta depende su firmeza de acuerdo con lo preceptuado por el inciso 2º del artículo 331 del C. de P. Civil”.

De acuerdo con lo cual, nada tan lógico como considerar que el control de la legalidad a que se ha hecho referencia, empieza por la averiguación de las circunstancias en que se estableció la relación jurídico-procesal con el demandado mediante curador y los motivos que dieron lugar a su emplazamiento.  

En este caso la revisión del expediente conduce a la conclusión de que los antecedentes del llamamiento edictal producido le sustraen fundamento jurídico al mismo y llevan a predicar que dicho emplazamiento fue nulo por las razones que van a explicarse:

1.  En la demanda, presentada el 30 de abril de 2007, se citó como dirección en que el demandado Enrique Olaya Buitrago Montoya recibiría notificaciones personales, la de la calle 44 No. 52-60 de Copacabana (Antioquia).
 

2.  La Secretaría del Juzgado expidió la citación que al parecer fue recibida; aunque no lo fue el oficio que comunicaba la fijación provisional de alimentos, quizás por la confusión fácil de advertir en que se incurrió al poner la dirección en el sobre.
 En todo caso no se tramitó la notificación por aviso. 
3.  En memorial que se presentó el 11 de octubre de 2007, la abogada de la demandante informó que la residencia actual del demandado estaba radicada en el calle 44 No. 82-60, Machado, en Copacabana, insistiéndose en que correspondía además, a Medellín.
Posteriormente, la parte actora sin mayor análisis de la situación optó por pedir el emplazamiento del demandado que porque ignoraba su habitación y lugar de trabajo
, sin que se intentara hacer la notificación en la nueva dirección anunciada o despejar las dudas acerca de la realidad de la misma, vista la confusión advertida y la similitud de la primera y la consignada después. Tampoco el Juzgado se percató de la irregularidad presentada en la actuación precedente, la misma que vicia de nulidad tanto el trámite del llamamiento como la posterior y consecuente vinculación al proceso del señor Buitrago Montoya por intermedio de curador ad litem, puesto que a tal circunstancia se llegó como producto de las imprecisiones referidas, sin las cuales se hubiera podido esperar razonablemente que la notificación del auto admisorio de la demanda se surtiera personalmente o por aviso, quedando a voluntad del accionado decidir si comparecía al proceso o no.

Lo acontecido da lugar a que se haya configurado la nulidad prevista en el ordinal 8º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, la que no es subsanable como quiera que quien podría remediarla se encuentra fuera del proceso.  Comprenderá todo lo actuado con posterioridad al auto que dispuso el emplazamiento del demandado.

Por tanto, esta Sala Unitaria de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, DECLARA LA NULIDAD de todo lo actuado en este proceso de divorcio de matrimonio católico de Luz Clemencia Duque Gómez contra Enrique Olaya Buitrago Montoya que se tramita en el Juzgado de Familia de Dosquebradas, con posterioridad al auto de fecha 6 de julio de presente año. 

En firme este proveído devuélvase el expediente al despacho de origen para que se renueve la actuación invalidada.




Notifíquese

El Magistrado,




Fernán Camilo Valencia López

� Auto de 12 de marzo de 1998. Expediente 4749. Gaceta Jurisprudencial. N° 62, abril de 1998, pág. 22.


� Erradamente se dijo: Copacabana, Medellín, Antioquia; cuando la primera es una  municipalidad diferente a la de la capital de ese departamento. Dice la página web � HYPERLINK "http://www.gobierno" ��www.gobierno�enlinea.gov.co que: El municipio de Copacabana se encuentra localizado en las estribaciones de la Cordillera Central Colombiana (sistema montañoso andino), formando parte del Valle del Aburrá, región atravesada de sur a norte por el río Medellín, el cual separa las altiplanicies de Rionegro, Sonsón de la de Santa Rosa de Osos, el cauce de esta importante cuenca hidrográfica cambia de dirección en el municipio de Bello, partiendo en dos territorios a cada uno de los municipios que integran la subregión de la Aburrá Norte. 


� Folios 21 a 25. 


� Folio 36. 
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